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En el laberinto de la violencia: los sindicatos en la guerra civil colombiana1
Rainer Dombois y Luz Jeannette Quintero Campos2
Resumen. En ningún otro país del mundo los sindicatos han sido golpeados tan duramente por 
la violencia física en las últimas décadas como en Colombia. Entre 1977 y 2015, más de 3000 
miembros fueron asesinados. Incluso mayor fue el número de personas secuestradas, amenazadas 
de muerte, detenidas ilegalmente, expulsadas o sometidas a otros actos de violencia (ENS/Sinderh 
2015). 
La Confederación Sindical Internacional (CSI) ha etiquetado a Colombia como uno de los “Peores 
países del mundo para los trabajadores”. Este documento aborda la pregunta en qué medida la 
guerra civil colombiana y la tremenda violencia física contra los sindicalistas en Colombia están 
conectadas. En resumen, esto plantea dos preguntas. En primer lugar, ¿en qué medida la violencia 
puede explicarse por la dinámica del conflicto dentro de las relaciones laborales colectivas? En 
segundo lugar, ¿puede la violencia contra los sindicalistas remontarse a la violencia general, 
derivada de los conflictos sociales?
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[en] In the labyrinth of violence: unions in the Colombian civil war
Abstract. Colombian unions have been exposed to physical violence more than any other trade 
unions in the world in recent decades. Between 1977 and 2015, more than 3000 members were 
murdered. In addition, a considerable number of members were kidnapped, threatened with violence, 
unlawfully arrested, expelled or exposed to other violent acts. The International Trade Union 
Confederation (ITUC) has labelled Colombia one of the “World’s Worst Countries for Workers”. 
This paper addresses the question in how far the Colombian civil war and the tremendous physical 
violence against Colombian trade unionists are connected. In short, this raises two questions. 
Firstly, to what extent can the violence be explained by conflict dynamics within collective labour 
relations? Secondly, can the violence against unionists be traced back to overarching violence, 
stemming from societal conflicts?
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1. Introducción
En ningún otro país del mundo los sindicatos han sido golpeados tan duramente 
por la violencia física en las últimas décadas como en Colombia. Entre 1977 y 
2015, más de sus 3000 miembros fueron asesinados; incluso mayor fue el número 
de personas secuestradas, amenazadas de muerte, detenidas ilegalmente, expulsa-
das o sometidas a otros actos de violencia (ENS y Sinderh, 2015). Durante años, 
la Confederación Sindical Internacional ha calificado a Colombia como uno de 
los “World`s Worst Countries for Workers”, que ofrece “no guarantees for rights 
“(ITUF, 2016: Global Rights Index: The World’s Worst Countries for Workers3.
Para los observadores de Europa u otros países de América Latina, el alcance 
de la violencia contra los sindicalistas en Colombia, sin control ni por la ley ni 
por la moral, parece tan increíble como el grado de impunidad correspondiente. 
En los antiguos países industrializados, hemos sabido de la violencia física contra 
los trabajadores, sobre todo desde el momento en que el incipiente movimiento de 
los trabajadores luchaba –contra la resistencia de las empresas y el gobierno– por 
los derechos políticos y sociales básicos tales como la libertad de asociación, el 
derecho a la huelga y el derecho a los convenios colectivos4. La violencia física 
era un instrumento en el conflicto de clases aún no regulado5 y solo fue por medio 
de la legislación y la justicia laboral colectiva, además de las garantías legales y 
políticas de las organizaciones para la resolución de conflictos de intereses, como 
se civilizó y se transformó en “lucha de clases institucionalizada” (Geiger, 1949).
Pero incluso más tarde, los miembros de los sindicatos fueron expuestos repe-
tidamente a la violencia física masiva, especialmente en los períodos de dictadura, 
así como en el fascismo o en las denominadas “guerras sucias” de las dictaduras 
militares sudamericanas de los años setenta y ochenta, cuando se suspendieron 
3 http://www.ituc-csi.org/IMG/pdf/survey_global_rights_index_2015_en.pdf.
4 Ver para Alemania: Müller-Jentsch 1997 34ff.; Tenfelde / Volkmann 1981 EE. UU: Taft / Ross 1969. Ver tam-
bién: Müller-Jentsch 1997, 43: “Tanto en la disputa salarial como en el debate intra-empresarial se manifiesta 
el progreso civilizador, la racionalización del conflicto industrial, la institucionalización de oportunidades de 
influencia y oportunidades para empleados y sus representantes, en otras palabras, la democracia industrial 
(Schumann 1958); para EE. UU: Philip Taft y Philip Ross, “La violencia laboral estadounidense: sus causas, 
carácter y resultado”, La historia de la violencia en Estados Unidos: un informe para la Comisión Nacional 
sobre las causas y prevención de la violencia, editores Hugh Davis Graham y Ted Robert Gurr, 1969.
5 La violencia física difiere de la violencia “contractual” (como despidos o cierres patronales), que constituye un 
medio (legal) de prerrogativa corporativa. El concepto de violencia física también requiere una diferenciación 
ulterior. Gitelman señala acertadamente que muchas más personas han sido víctimas de accidentes laborales 
que por violencia en conflictos colectivos. La violencia física, utilizada en conflictos colectivos, atrae mucha 
atención porque implica conflictos alrededor del orden social (ver: Gitelman 1973, 4).
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los derechos civiles, políticos e industriales, se suprimieron las organizaciones 
sindicales y las disputas laborales y en otros casos se arrestó o se asesinó a sin-
dicalistas6. En este caso se trató principalmente de organismos estatales que, de 
forma irregular y violando el orden legal establecido, aplicaron la violencia. En la 
dictadura argentina, por ejemplo, fueron perseguidos y asesinados de forma siste-
mática funcionarios sindicales que habían participado en los conflictos laborales o 
habían liderado acciones importantes de movilización social (Abós, 1984; Cieza, 
2012: 231ss.).
La violencia contra los sindicalistas en Colombia, por supuesto, no sigue estos 
patrones. Se desarrolla, paradójicamente, en el contexto de un desarrollo demo-
crático del país, de larga duración, interrumpido solo por un corto período de dic-
tadura militar. Con la constitución de 1991, Colombia se define a sí misma como 
un Estado social de derecho, que promete garantizar los derechos sociales y las 
instituciones laborales. También el sistema de relaciones laborales colectivas está 
legalmente institucionalizado y acepta, en principio, la resolución no violenta de 
los conflictos colectivos de intereses: aunque se consigna de manera restrictiva y 
subordinada al control estatal, no difiere mucho del contexto latinoamericano (Co-
llier y Collier, 1991; Dombois y Pries, 2000; Dombois, 2006)7. Colombia también 
ha ratificado y ha hecho jurídicamente vinculantes un gran número de convencio-
nes de la Organización Internacional del Trabajo, incluidas las relativas a la liber-
tad de asociación y a la negociación colectiva (ILOLEX).
Por otra parte, la violencia excesiva afecta a un movimiento sindical que es uno 
de los más débiles en América Latina: rodeado por la informalidad, con una cober-
tura que apenas alcanza un poco más del 9% de los asalariados, de organización 
fragmentada, con influencia sólo en algunas pocas áreas más allá del ámbito em-
presarial y adicionalmente muy dividido ideológicamente (OIT, 2002: 66; Archila 
et al., 2012: 138; Vasquez, 2013; Dombois y Quintero, 2016).
Con todo, la violencia física irregular en Colombia no solo se dirige contra los 
miembros de los sindicatos. Desde hace 60 años el Estado ha estado marcado por 
el llamado ‘conflicto armado’, que presenta todas las características que atribuye 
Waldmann a las guerras civiles: “Conflictos armados masivos de duración con-
siderable, entre dos o más grupos al interior de un Estado para obtener, dividir 
o fragmentar el poder gubernamental” (2002: 368). El conflicto armado es una
guerra civil con múltiples actores armados –diferentes grupos guerrilleros de iz-
quierda, las fuerzas armadas estatales, grupos paramilitares y bandas criminales– y 
focos muy dispersos en una geografía variable. En total, ha costado la vida de al-
rededor de 220 000 personas. La fase más violenta abarcó desde la década de 1980 
hasta la primera década del siglo XXI (Gmh, 2013: 32); ella constituye igualmente 
el foco de las consideraciones de este texto. 
Los sindicatos articulan y representan los intereses de los trabajadores en corre-
laciones de fuerzas entre capital y trabajo desiguales y conflictivas en varios ámbi-
tos: en el lugar de trabajo o en las empresas, en el mercado laboral y en la política. 
Movilizan a sus miembros frente a los empleadores y al Estado, y disponen en ma-
yor o menor medida de recursos institucionales, estructurales y políticos (Dörre et 
al., 2009). Como actores en un campo de conflicto político y social son en general 
6 Ver para Alemania: Schneider 1995; para América Latina: Drake 1996.
7 Para restricciones del derecho laboral, ver: Dombois y Pries,1999, 164ss; PNUD, 2011).
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vulnerables, expuestos al riesgo de violencia, cuando la solución del conflicto no 
se ejecuta por vías institucionales y no está respaldada por un marco constitucional 
estable, con instituciones y prácticas que hagan cumplir los derechos civiles, polí-
ticos, sociales e industriales. En la guerra civil estas condiciones, al menos en las 
regiones en conflicto, dejan de tener vigencia porque los actores armados pueden 
intervenir violentamente en las relaciones laborales, abolir los derechos y reprimir 
los conflictos. Suponemos que los riesgos para los sindicatos se incrementan aún 
más en una guerra civil, en la medida en que los partidos de izquierda con los gru-
pos guerrilleros luchan contra las estructuras de poder dominantes, tanto estatales 
como económicas. 
Lo que nos interesa a continuación es la cuestión de cómo la enorme violencia 
física que afrontan los sindicalistas en Colombia en las últimas décadas está rela-
cionada con la guerra civil. ¿Hasta qué punto los actos de violencia pueden expli-
carse por la dinámica del conflicto de las relaciones laborales colectivas, en qué 
medida las respuestas irregulares de las empresas y del Estado fueron facilitadas 
por la guerra civil para combatir a las organizaciones sindicales? ¿O la violencia 
contra los sindicalistas se deriva de la dinámica del conflicto social dominante y 
violento? ¿Es sobre todo la expresión y consecuencia de la guerra civil en la que 
se hallan involucrados los sindicatos (así como otras organizaciones) y sus miem-
bros? ¿Y está dirigida en primer lugar a las organizaciones sindicales y su acción 
colectiva?
La discusión colombiana sobre estos temas asume posiciones diferentes, y está 
también claramente impregnada de matices político-ideológicos. Algunos autores 
no ven a los miembros del sindicato como un grupo que ha sido sistemáticamente 
afectado por la violencia (Botero, 2011, 259ss, Mejía/Uribe 2010). Por el contra-
rio, los estudios muy diferenciados y fructíferos, llevados a cabo como parte de un 
importante proyecto PNUD, así como estudios posteriores de seguimiento, coin-
ciden en que los sindicatos y sus miembros han sido sistemáticamente víctimas de 
violencia política (PNUD, 2011; Valencia yCelis 2012; Archila et al. 2012; CCJ 
y ENS, 2012; ENS, 2015). Estos estudios se basan en amplias bases de datos y 
estudios de caso cualitativos.
Sin embargo, las explicaciones siguen siendo controvertidas, en particular en 
lo que respecta a la naturaleza de la participación de los sindicatos en el conflicto 
armado. Tal como lo hacen muchos miembros sindicales, Archila et al. (2012, 16), 
consideran que la violencia pretende responder a las acciones sindicales conten-
ciosas: medidas de combate mediante las cuales los sindicatos intentan hacer valer 
reclamos de negociación colectiva, defenderse de violaciones de sus derechos o 
participar en la movilizaciones sociales y políticas. Los sindicatos aparecen aquí 
como organizaciones autónomas que, debido a sus conflictivos intereses políticos, 
se convierten en víctimas principalmente de las fuerzas militares estatales y de 
los paramilitares. Valencia y Celis consideran que esta explicación es incompleta. 
Ellos explican la violencia más bien por el rol político de los sindicatos en la gue-
rra civil y sus relaciones con las facciones en guerra: “Las actividades políticas de 
los sindicatos cercanos a los grupos guerrilleros o su lucha autónoma por la demo-
cracia, desencadenan una reacción sangrienta y excesiva de las élites regionales, 
de las Fuerzas estatales y de las fuerzas ilegales “(Valencia y Celis 2012: 19).
Los estudios de caso de los dos grupos de investigación, así como las investiga-
ciones de seguimiento, sin embargo, diferencian significativamente estas interpre-
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taciones generales y dibujan un cuadro mucho más diferenciado y contradictorio; 
a partir de ellos puede comprenderse con mayor precisión la relación entre la vio-
lencia, las luchas sindicales y la guerra civil. En lo que sigue, nos basamos en la 
investigación realizada en el marco del PNUD y otros estudios de caso, incluido 
uno propio (Dombois y Ortiz, 2016). Ellos tratan en gran detalle tanto las regiones 
como las organizaciones que estuvieron particularmente expuestas a la violencia 
durante las diversas etapas del “conflicto armado”. 
En el segundo epígrafe, vamos a esbozar el desarrollo del conflicto armado. 
El tercer epígrafe se analiza la violencia contra los sindicalistas en su dimensión 
cuantitativa tomando como ejemplo los asesinatos en diversas etapas desde los 
años ochenta. El cuarto epígrafe resume algunos estudios de casos cualitativos 
que examinan escenarios violentos en diferentes constelaciones de conflictos y 
actores. El quinto epígrafe aborda la cuestión de cómo la violencia en la guerra 
civil se dirige en particular contra las actividades sindicales o, de manera similar, 
las actividades en otros contextos organizacionales. El sexto epígrafe luego saca 
conclusiones sobre la violencia contra los sindicatos y los miembros del sindicato 
en una guerra civil.
2. El “conflicto armado”
Colombia ha sido sacudida, una y otra vez, por guerras civiles desde el siglo XIX. 
En la historia reciente, la llamada ‘Violencia’ configuró una guerra civil en la que los 
partidarios de los dos partidos tradicionales, el Partido Liberal y el Partido Conserva-
dor, lucharon y que, según cálculos, arrojó entre 1948 y 1958 unas 200.000 víctimas 
Esta ‘Violencia’ significó solo la prehistoria del ‘conflicto armado’. Este se inició a 
mediados de la década del sesenta y se extiende hasta nuestros días, aunque con fases 
de intensidad variable8.
El conflicto armado se desarrolló en un país muy heterogéneo, económica, 
política, social y culturalmente. Un ‘Estado precario’ no posee el monopolio 
de la fuerza en todo el territorio nacional, y está institucionalmente presente 
en las regiones con diferentes alcances y profundidades (Pécaut, 1987, 32ss ; 
González, 2014: 60ss.). Los dos partidos tradicionales, que dominaron hasta la 
década del noventa, se diferencian poco en su composición socioeconómica y 
en sus programas políticos; se asemejan a confederaciones de grupos regiona-
les de poder político y económico, redes clientelistas que intercambiaban apo-
yo político por la entrega de recursos públicos por parte del gobierno central y 
tenían amplias oportunidades de corrupción para utilizar en sus intereses pri-
vados dichos recursos públicos, no solo de presupuestos y puestos de trabajo, 
sino también de la justicia y del poder público (Pécaut, 2013:32ss.; González 
et al., 2009: 259 ss.; Leal, 1989). Durante mucho tiempo formaron un cartel de 
poder exclusivo.
En una época de la movilización política, surgieron desde mediados de la década 
del sesenta varios grupos guerrilleros de diferentes corrientes políticas e ideológicas 
de la izquierda, como la guerrilla campesina Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
8 Sobre la historia y los cambios del conflicto violento interno, Ver entre otros: Sánchez y Peñaranda, 2009; 
Oquist, 1978; Pécaut, 1987; Palacios, 2012; GMH, 2013, 110ss.; González, 2014: 317ss.
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Colombia (FARC); el Ejército Popular de Liberación (EPL), de orientación maoístas 
y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), orientado predominante por el castris-
mo, por nombrar solo los más importantes. La movilización política de los años 
sesenta y setenta incluyó también a los sindicatos; una parte considerable de ellos se 
orientó en grupos políticos de izquierda y sus grupos guerrilleros (González, 2014: 
317 ss).
Las guerrillas se ubicaron principalmente en las zonas rurales periféricas, en 
regiones de colonización reciente en gran medida aisladas de las instituciones 
nacionales y de los circuitos económicos legales. Allí tuvieron una presencia 
permanente y su dominio fue a lo sumo amenazado por acciones militares espo-
rádicas de parte del gobierno central; fueron capaces de establecer un orden de 
facto y ganar legitimidad como poder ilegal establecido (González et al., 2009: 
191ss.). Se trataba de islas más o menos grandes de la ‘Rebel Governance’ (Ar-
jona, 2014), en la que a menudo controlaban la política y la economía local –en 
particular el cultivo ilegal de coca– la imponían impuestos, disponían del uso de 
los recursos del Estado, ejercían la justicia de facto y protegían las economías 
ilegales (Uribe, 2006).
Dichas ‘zonas periféricas’, con más o menos ‘territorios con poder de facto’ (Pa-
lacios, 2012: 56s.), de tamaños variables, coexistieron con ‘zonas integradas’, que 
estaban en el marco institucional nacional, políticamente integradas en el sistema 
tradicional de partidos y económicamente en la economía del país (González et al, 
2009: 67ss.). Sin embargo, estas últimas eran (y son) muy heterogéneas: fuertemen-
te influenciadas por los respectivos poderes locales y regionales, redes locales y 
regionales de grupos de poder político y económico. Se configuró así una estructura 
política territorial, a la que se hace referencia en la discusión sobre la guerra civil 
como “soberanía fragmentada” (Kalyvas, 2001).
A pesar de los enfrentamientos armados entre las guerrillas y las fuerzas armadas 
del Estado, la violencia se mantuvo en un nivel relativamente bajo hasta finales de 
los años setenta. Sólo a partir de los ochenta se produjo un movimiento en la geo-
grafía política, y se inició un período de violencia fuerte que se prolongó hasta bien 
entrada la primera década del siglo XXI (GMH, 2013: 31 ss;. González, 2014: 379 
y ss).
En la década de 1980, en un período de reformas políticas, basados  en cálculos 
estratégicos, políticos, militares y económicos, los grupos guerrilleros expandie-
ron sus actividades más allá de las regiones en donde se habían instalado inicial-
mente, a menudo compitiendo entre sí. Los grupos de poder locales y regionales, 
que vieron amenazada su dominación política, económica y social por las guerri-
llas y por los nuevos movimientos políticos de la izquierda estrechamente ligados 
a estas, respondieron inicialmente a nivel local o regional con la formación de 
‘Autodefensas’, las primeras tropas paramilitares: grupos armados financiados e 
influenciados cada vez más por la economía de la droga, colaboraron con sec-
ciones de las fuerzas armadas estatales para luchar contra la guerrilla; pero su 
violencia fue dirigida principalmente contra los grupos civiles, que consideraban 
como una base política y social y cómplices de las guerrilla9. Las alianzas para-
militares con actores armados y civiles han compartido el interés de luchar contra 
las guerrillas y su influencia política sobre la población civil. Sin embargo, esto 
9 Ver: Zelik, 2010: 36; Ortiz,2011: 110ss; Gutiérrez, 2010: 20; Gutiérrez, 2014: 167ss.
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a menudo involucraba intereses específicos muy diferentes, como la preservación 
política del poder, el acaparamiento de tierras y la apropiación de los presupuestos 
públicos, el aseguramiento de los corredores de la economía del narcotráfico, etc. 
(Romero, 2002).
De esta manera, en la década de 1980, surgió la configuración del “conflicto ar-
mado”, que determinó el período de violencia hasta bien entrada la primera década 
del siglo XXI. La guerra civil tuvo sus focos calientes en diferentes regiones, con 
frecuencia sin frentes de batalla claros y a menudo cambiantes, y los actores arma-
dos involucrados eran muchos y diversos, se hallaban en lugares muy diferentes. 
Enfrentadas a la guerrilla se encontraban –no exentas de contradicciones– alianzas 
opuestas por parte de paramilitares y unidades de las fuerzas armadas estatales, 
que con sus acciones armadas irregulares pretendían o intentaban defender de la 
subversión a la institucionalidad estatal. En la batalla entre los dos frentes, fueron 
estigmatizados, criminalizados e intimidados los grupos de población civil que no 
cooperaron; por tanto se asignaba su pertenencia al otro bando y se les convirtió 
así en víctimas de la violencia selectiva o colectiva. En particular, los paramilitares 
incrementaron la violencia a excesos previamente desconocidos (González et al, 
2009, González, 2014: 379ss.).
Aunque a principios de la década de los noventa algunos grupos guerrilleros se 
disolvieron y se convirtieron en partidos políticos, la violencia en la guerra civil en 
esta década se incrementó. Al cambiar las constelaciones, los actores armados se 
peleaban por procurarse áreas cada vez mayores del territorio nacional, buscando 
a la fuerza el control de lugares y regiones y de la población. Las guerrillas de las 
FARC y el ELN expandieron fuertemente sus actividades territoriales; también 
los grupos paramilitares comenzaron a coordinar sus actividades a escala nacio-
nal como Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y así pudieron penetrar, en 
cooperación con los militares, en las zonas dominadas por la guerrilla. Finalmen-
te, a mediados de la primera década del siglo XXI, la alianza paramilitar logró 
expulsar a las guerrillas restantes de las FARC y el ELN a regiones periféricas. 
Esta lucha territorial se desarrolló de manera sangrienta y en muchas regiones dio 
lugar a nuevos regímenes autoritarios apoyados en la fuerza irregular, una especie 
de Counterinsurgency-Governance, que solamente con la desmovilización de los 
paramilitares entre 2003 y 2006, (re)encontraron formas institucionales estatales, 
aunque todavía precarias. Desde entonces, la violencia política ha disminuido más 
recientemente, al menos en sus formas extremas, a raíz del acuerdo por la paz fir-
mado en 2016 con las FARC, el más grande de los dos grupos guerrilleros aún ac-
tivos. Aunque las metrópolis se vieron menos afectadas y las regiones con distintos 
grados de intensidad, el conflicto armado ha polarizado al país hasta el presente e 
impregnado sus discursos y políticas.
3. La violencia contra los sindicatos y sus miembros en cifras
Existen actualmente diferentes bases de datos que buscan abordar la violencia contra 
los sindicatos (PNUD, 2011: 50ss). Para el período comprendido entre 1984 y 2015, 
la base de datos de la ENS, que recopila información por más tiempo, ofrece la si-
guiente descripción del alcance y las formas de violencia que afrontan los miembros 
del sindicato en los últimos 30 años (ver Tabla 1).
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Tabla 1. Violencia física contra miembros de sindicatos en Colombia entre 1984-2015
Tipo de violencia Casos %
Asesinatos 3066 21,87
Asesinatos de familiares 3 0,02
Desaparición de personas 230 1,64
Secuestros 176 1,26
Atentados 363 2,59
Torturas 99 0,71
Arrestos arbitrarios 736 5,25
Requisas ilegales 60 0,43
Amenazas 6.786 48,40
Hostigamiento 606 4,32
Desplazamientos 1.895 13,52
Total 14.020 100,00
Fuente: ENS Sistema de Información de Derechos Humanos, SINDERH
La Tabla 1 ofrece un panorama aterrador de la violencia. A las muertes y ma-
sacres se unen los secuestros y atentados, los arrestos arbitrarios, las amenazas de 
muerte y el hostigamiento, así como los desplazamientos. El alcance de la violencia 
varió considerablemente durante el período, como lo demuestra la evolución de ac-
tos extremos de violencia contra personas (asesinatos de miembros de sindicatos) en 
la Figura 1.
Figura 1. Asesinato de sindicalistas (1980-2016)
Fuente: ENS Sistema de Información en Derechos Humanos, SINDERH, ENS., Trabajo propio
Como puede verse, la evolución de los asesinatos de los sindicalistas empieza a 
principios de los años ochenta y se incrementa en esa década, para luego alcanzar 
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cifras extremas en la década de 1990 hasta 2003. A partir de entonces, permaneció 
fuerte hasta 2007 y luego ha disminuido lenta y constantemente, y ha sido relativa-
mente baja en los últimos años, pero sigue siendo muy alta para los estándares inter-
nacionales. La curva de la violencia permite reconocer un nexo entre el desarrollo 
de la violencia contra los sindicalistas y la dinámica del conflicto armado, así como 
de su expansión territorial en la década de los noventa, hasta la desmovilización de 
la mayoría de los paramilitares en 2006 (véase Basta Ya, 2013: 32); sin embargo, 
algunas constelaciones de conflictos, específicas en lo regional y en lo organizativo, 
se manifiestan fuertemente en la contundencia de sus golpes.
La información cuantitativa de las bases de datos, por supuesto, plantea más 
preguntas que respuestas. Aunque estas bases comprenden la violencia contra los 
miembros de los sindicatos, no permiten tener suficiente retroalimentación sobre las 
circunstancias. En primer lugar no proporcionan información sobre si la violencia 
victimizaba solo las actividades sindicales o también algunas otras como las políti-
cas, de derechos humanos, ciudadanas o incluso laborales (PNUD, 2011: 47ss). Se-
gundo, brindan información muy incompleta sobre los perpetradores de la violencia. 
En la medida en que se identifican los actores de la misma, se presenta una imagen 
confusa y, debido a las diferencias entre las bases de datos, ni siquiera completamen-
te consistente. A diferencia de la ‘guerra sucia’ de las dictaduras militares, hay aquí 
una gama muy diversa de grupos ejecutores, incluso aquellos que, al igual que los 
grupos guerrilleros, luchan entre sí. Según los datos de la ENS 14% de los asesinatos 
se atribuyen a paramilitares autodefensas, el 5% a grupos guerrilleros, el 2% a las 
fuerzas armadas del gobierno y el 1% a otros actores. En la gran mayoría –78% de 
los casos– no pudieron ser identificados los causantes. (PNUD, 2011: 107). 
En la medida en que se pueden hacer deducciones más generales en estas condi-
ciones, la mayor parte de la violencia proviene de los grupos paramilitares. Sorpren-
de el hecho de que también los grupos guerrilleros contribuyeron significativamente 
a la violencia contra los sindicalistas, puesto que estos siempre reivindicaron con 
su actuación la defensa de los intereses de la clase trabajadora. Finalmente, algunos 
miembros de las instituciones estatales a menudo están involucrados en violencia 
irregular, ya sea directamente como perpetradores o instigadores, o como cómplices 
de los paramilitares. Por supuesto, el informe del PNUD no contempla estos nexos 
como estrategia del Estado (PNUD, 2011: 130).
Lo que parece ser un problema metodológico del levantamiento de datos apunta 
al problema real: la falta de claridad y la impunidad de los actos de violencia. El 
grupo de investigación DeJusticia concluye que alrededor del 94% de los homicidios 
cometidos contra sindicalistas entre 1986 y 2009 quedaron impunes, algo menos que 
los asesinatos en general en Colombia (DeJusticia, 2010: 27; PNUD, 2011: 156).
4. Estudios ejemplares de caso
En los estudios cualitativos de caso va a quedar en evidencia que las explicaciones 
generales de la violencia contra los sindicatos hacen poca claridad sobre los frentes 
del conflicto, las constelaciones de actores y las lógicas de acción. Estos estudios de 
caso muestran una imagen mucho más precisa –y contradictoria– de las circunstan-
cias en las cuales los sindicatos y sus miembros se han visto afectados por la vio-
lencia. Muestran actores regionales diferentes y muy específicos, constelaciones de 
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conflictos y dinámicas violentas; también muestran diferentes cercanías y distancias 
entre los sindicatos, los partidos políticos burgueses y diferentes patrones de relacio-
nes entre las actividades sindicales y la guerra civil. 
Los estudios de caso muestran igualmente que las organizaciones se vieron afec-
tadas por la violencia de manera muy desigual (PNUD, 2011: 61ss; Valencia y Celis, 
2012: 15ss.). De los 4.000 sindicatos existentes en la actualidad, tres de sus organiza-
ciones pusieron la cuota más alta de sangre: la federación de sindicatos de maestros 
–FECODE–, que con más de 210.000 miembros es la asociación de sindicatos más
grande en Colombia; están además otros grupos de sindicatos mucho más pequeños, 
el del banano y el sindicato de la industria petrolera. En total dos tercios de los datos 
de los asesinatos reportados entre 1986 y 2009 se refieren a miembros de estas tres 
organizaciones sindicales.
Pero también otros sindicatos más pequeños se han visto afectados en gran medi-
da por la violencia, con una incidencia más alta, si se relaciona con el número total 
de afiliados, que las organizaciones sindicales grandes, como la de los maestros. 
Es el caso del sindicato de los trabajadores del cemento de Puerto Nare, el de los 
trabajadores de las plantaciones de palma o los sindicatos de las áreas de la salud y 
justicia (Archila et al., 2012: 246ss, ENS, 2015 a y b). A continuación se resumen 
algunos casos bien documentados que reflejan al menos parte del espectro de dife-
rentes constelaciones (PNUD, 2011: 69 ss; Archila et al., 2012: 147 ss; Valencia y 
Celis, 2012; ENS, 2015).
4.1. Bajo el control de los partidos burgueses: el caso del sindicato de trabajadores 
bananeros Sintrainagro en Urabá
SINTRAINAGRO en Urabá, junto con las organizaciones que le precedieron, ha sido 
sin duda el sindicato más afectado por la violencia en Colombia: 803 de los aproxi-
madamente 16.000 sindicalistas fueron asesinados. Se trata de una organización que 
durante largo tiempo, debido a su dependencia política de los partidos burgueses, 
estuvo involucrada en el conflicto, como escriben Valencia y Celis (2012:19): “el 
conflicto armado colonizó los conflictos laborales así como las políticas internas de 
los sindicatos”10. La dinámica de la violencia está determinada por tres fases.
En los años ochenta, un período de liberalización política, las dos organizaciones 
políticas presentes de la izquierda (el partido comunista y el partido maoísta, PC/
ML, estrechamente asociados en la región y con una participación activa en las or-
ganizaciones guerrilleras FARC y el EPL), lograron movilizar a los trabajadores de 
numerosas plantaciones bananeras y organizarlos en los dos sindicatos controlados 
por ellas. De esta manera, con huelgas masivas, pudieron conseguir un sistema de 
acuerdos salariales interempresas en el enclave agroexportador, en el que hasta en-
tonces no existían relaciones laborales legalmente reguladas. Las actividades sindi-
cales estaban insertas en la estrategia (revolucionaria) de “combinar todas las formas 
de lucha” de los partidos comunistas y apenas permitían una separación de las luchas 
políticas, sindicales y armadas (Agudelo 2005, Valencia/Celis 2011, 56). De hecho, 
las guerrillas intervinieron repetidamente con violencia y amenazas de violencia en 
las disputas laborales o las acompañaron con acciones armadas, como pasó en la 
10 Ver también: Archila el al 2012, 152ss.; Dombois/Ortiz 2016.
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huelga general de 1988, que paralizó a toda la región (Agudelo 2005). Los empresa-
rios también usaron la fuerza armada (Bucheli 2005, 146s.).
Los años noventa se caracterizan por un desarrollo paradójico: los hechos de vio-
lencia excesiva fueron acompañados por un cambio en las relaciones laborales que 
pasan de antagónicas a cooperativas. Esto fue provocado por un radical giro político-
ideológico: el PC/ML y su organización guerrillera EPL abandonaron la lucha de 
clases, depusieron las armas y se convirtieron en una organización política en el mar-
co democrático institucional; además, hicieron un pacto regional de cooperación con 
los antiguos enemigos, los empresarios y los actores estatales. Como consecuencia, 
la fracción mayoritaria del nuevo sindicato integrado, SINTRAINAGRO, controlada 
por el anterior PC/ML, renunció también al antiguo y vigente curso de la lucha de 
clases en el conflicto. 
Pero este giro provocó violentos enfrentamientos entre los dos frentes antes 
aliados políticamente. Las FARC todavía activas militarmente junto con una disi-
dencia del EPL buscaron llenar el vacío de poder regional dejado por el EPL; su 
violencia también fue dirigida contra las organizaciones que hicieron el cambio 
controladas por el ex EPL, es decir, fundamentalmente contra los sindicalistas 
miembros del ala mayoritaria del sindicato. En esta defensa, se conformaron los 
‘comandos populares’ armados. Estos por su parte, contribuyeron a una guerra 
fratricida sangrienta entre las organizaciones de la izquierda, antes unidas, que 
también llegaron a una “disputa sobre el modelo sindical” (Archila et al., 2012: 
176); cuyo punto más álgido llegó en 1994 con la masacre por cuenta de las FARC 
de 35 trabajadores y sus familias en La Chinita. En el mismo año, las tropas para-
militares entraron en la región y, en cooperación con las fuerzas armadas estatales 
y con el apoyo de los empresarios, en una sangrienta lucha hasta 1997 desplazaron 
a las FARC de la región. La violencia afectó especialmente a aquellos que fueron 
considerados como base social y política del otro bando. Solo entre 1992 y 1997, 
más de 500 miembros del sindicato bananero perdieron la vida.
Con el establecimiento de un orden paramilitar regional en 1997 y también 
más tarde tras la desmovilización de las tropas paramilitares en 2005, las accio-
nes de violencia disminuyeron drásticamente. Ante todo, todavía bajo la pro-
tección del orden paramilitar se desarrolló, paradójicamente, un entendimiento 
entre las directivas sindicales y los empresarios, un sistema único en Colombia 
de relaciones laborales microcorporativas: el sindicato, en los años noventa cada 
vez más independiente de los partidos y autónomo, negoció desde entonces con-
diciones laborales y ocupacionales, que buscaban sus similares en el sector agro-
industrial; por medio de las negociaciones colectivas institucionalizadas –entre 
las cuales se encontraban el recurso de la huelga– ejerció una influencia consi-
derable en la organización del trabajo y política de personal de las plantaciones 
(Dombois/Ortiz 2016).
4.2. Se atribuye su pertenencia al campo subversivo: el caso del sindicato de los 
trabajadores de la industria petrolera (USO)
La USO –el sindicato de los trabajadores de la industria del petróleo– es una organi-
zación independiente que entró en el torbellino violento de la guerra civil, principal-
mente debido a su afinidad política e ideológica con la guerrilla del ELN, que tiene 
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una fuerte presencia en la región11. Solamente por asesinatos perdió 115 miembros 
hasta la década de 1990 de los 12.000 que tenía (PNUD 2011, 83 y ss.). Siendo uno 
de los sindicatos laborales más antiguos y batalladores de Colombia, la USO pudo 
imponer términos y condiciones de empleo atractivos para su fuerza de trabajo en 
la sede principal del enclave petrolero en Barrancabermeja. Su identificación como 
una organización clasista lo colocó en una historia prolongada de relaciones labora-
les antagónicas y en la oposición de los dos partidos políticos tradicionales, lo cual 
trajo consigo no solo el rechazo de la empresa estatal Ecopetrol, sino con frecuencia 
también represalias de los actores estatales12.
En la década de los ochenta, sin embargo, la violencia irrumpe de las barreras 
institucionales, dado que la guerrilla del ELN, así como la de las FARC, exten-
día su presencia militar por intereses económicos en las zonas petroleras, en donde 
también ganaron influencia política gracias a su apoyo a los movimientos sociales 
de protesta. A finales de los años ochenta, se incrementaron los homicidios de los 
sindicalistas, pero también de periodistas y miembros de organizaciones de derechos 
humanos, cuyas ejecuciones se atribuyen a sicarios y especialmente a los militares 
como autores (González, 2006: 539).
Con todo, la violencia alcanzó dimensiones extremas, con asesinatos selectivos 
y masacres, secuestro y desplazamientos, cuando en la década de los noventa los 
grupos paramilitares asumieron la lucha por el control militar, político y social de la 
región en contra de los grupos guerrilleros; lo que desembocó en una toma violenta 
de la ciudad clave de Barrancabermeja, que había sido aislada y controlada cada vez 
más por las organizaciones guerrilleras con sus milicias urbanas. En la primera déca-
da del siglo XXI, la violencia contra los miembros de los sindicatos (y otros grupos 
de la población) ha disminuido considerablemente después de que la guerrilla fuera 
expulsada de Barrancabermeja por la alianza paramilitar.
El conflicto armado entre los actores por el dominio territorial y la polarización 
política asociada ha tenido un profundo impacto en las relaciones laborales y el sin-
dicato. La USO siempre había mantenido su autonomía como organización frente a 
los partidos políticos y también a la guerrilla; se enfocó así en su negocio principal, 
las condiciones de trabajo y empleo en la industria petrolera (González, 2006: 519). 
Pero siempre hubo afinidades políticas e ideológicas con las posiciones del 
ELN, como la oposición a la apertura económica del país y el otorgamiento de 
concesiones a empresas extranjeras, que practicó el gobierno desde finales de los 
años ochenta. Más allá de las relaciones laborales, el sindicato jugó un papel im-
portante en las movilizaciones en la ciudad y la región y apoyó a los movimientos 
sociales de protesta de los barrios pobres de rápido crecimiento y de las zonas 
abandonadas. Además, la guerrilla encontró simpatía dentro del sindicato, una 
“simpatía promovida” como escribe González “ocasionalmente una instrumenta-
lización de las organizaciones sindicales por parte de la guerrilla... Por otro lado, 
esas simpatías también contribuyeron a la estigmatización y denuncia pública de 
los funcionarios por parte de las fuerzas armadas del Estado y algunos sectores de 
la población”. (González, 2006: 521). 
No menos importante es que los actos de sabotaje (como la voladura de oleoduc-
tos o la destrucción del equipo de trabajo) con los cuales la guerrilla acompañaba 
11 Para lo que sigue: González 2006, C; PNUD 2012, 199ss.; Archila et al. 2012, 199ss.; CCJ / ENS 2012, 216ss.
12 Ver: Archila et al., 200 s
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los conflictos laborales y la protesta social, impulsó la cercanía del sindicato con 
la guerrilla, aunque la dirección del primero haya prohibido expresamente dicho 
apoyo. Todo ello contribuyó, en el contexto de polarización política, a que la USO 
pudiera ser etiquetada como cómplice de la guerrilla, a que las huelgas y conflictos 
laborales fueran politizados, estigmatizados y criminalizados como subversivos y 
a que los sindicalistas se convirtieran en objetivo y víctimas de la violencia de los 
paramilitares y las fuerzas armadas del Estado (Valencia y Celis; 2012: 37; PNUD, 
2011: 84s, CCJ y ENS, 2015: 235).
4.3. Resistencia contra el saqueo de las instituciones: el caso de la unión del 
sector de la salud ANTHOC
La violencia irregular, especialmente de los paramilitares y las fuerzas armadas del 
Estado, también se dirigió a los sindicatos de servicio público, que se oponían a la 
privatización y al saqueo de sus instalaciones y, por lo tanto, a los intereses de los 
grupos de poder locales y regionales. Una vez más, el etiquetado político de las or-
ganizaciones como cercanas a la guerrilla le sirvió a los autores para justificar la vio-
lencia ( ENS, 2015). El sindicato del sector público de la salud ANTHOC ha perdido 
por asesinatos casi 100 miembros (Archila, 2012: 320ss, Valencia y Celis, 2012: 129 
ss y 197ss.). Un caso que muestra la complejidad del entramado regional de intereses 
es el de la estructura sindical en la zona metropolitana de Barranquilla (ENS, 2015a: 
203ss). La privatización del sector salud en la década de los noventa allanó el camino 
en este caso (como en otras regiones) para la apropiación masiva y corrupta de los 
recursos públicos. El sindicato se interpuso en su camino: se movilizó contra la pri-
vatización de los hospitales y sus consecuencias: recortes de empleos y flexibiliza-
ción de las relaciones laborales, conversión de trabajos médicos en trabajo a destajo 
e irregularidades en el pago de salarios y prestaciones negociadas colectivamente. 
En esta acción encontró también la resistencia violenta de los actores estatales.
La violencia se intensificó al final de los años noventa, cuando incursionaron los 
paramilitares en la región, que aún no había sido escenario del conflicto armado, se 
sirvieron de los presupuestos locales de salud como fuente de financiación y utili-
zaron las vacantes de oficinas municipales de salud como puestos para la asigna-
ción corrupta de los contratos y de la financiación (Verdad Abierta, 2011, Valencia 
y Celis, 2012: 194ss; ENS, 2015a 290; 322s.). Entre 2003 y 2006, en cooperación 
con representantes de las fuerzas armadas estatales y con el apoyo de miembros de 
élites políticas y económicas regionales, los paramilitares ejercieron un régimen de 
terror en el área metropolitana de Barranquilla. Su violencia –solo entre 2003 y 2006 
fueron asesinadas 1.664 personas (Verdad Abierta, 2011) – se dirigió principalmente 
contra organizaciones políticas y sociales etiquetadas como ‘subversivas’ o ‘auxilia-
res de la guerrilla’, en las cuales encontraban obstáculos a sus intereses.
Después de la desmovilización de las tropas paramilitares en 2006, ocuparon su 
lugar las bandas criminales que, ya sin una fachada política, emprendieron y conti-
núan sus negocios ilegales; la violencia física también ha disminuido drásticamen-
te. Sin embargo, los sindicalistas continuaron recibiendo amenazas en el contexto 
local; las causas son como siempre los conflictos laborales, aunque también las 
denuncias por corrupción contra redes clientelistas, planteadas por el sindicato 
(ENS, 2015a: 290).
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4.4. Instrumentalización de la violencia de los grupos armados para resolver los 
conflictos laborales: el caso de SINTRASEMA en Amagá
La violencia de los grupos armados ilegales también puede ser utilizada directamen-
te por actores civiles para resolver conflictos laborales. El sindicato de los trabaja-
dores municipales en el departamento de Antioquia tipifica el caso en que los para-
militares – de nuevo bajo el pretexto de la lucha contra la subversión– se encargaron 
de romper la resistencia sindical a los despidos y en última instancia de disolver la 
seccional local del sindicato (ENS, 2015b: 202). Un caso típico es el de la seccional 
de SINTRASEMA en Amagá, una pequeña ciudad en donde los trabajadores mu-
nicipales se habían sindicalizado desde mediados de la década de los ochenta; esto 
en un medio tradicional, marcado políticamente por el dominio de los dos partidos 
tradicionales13.
Las relaciones laborales no se caracterizaron en modo alguno por su antagonis-
mo: el sindicato no tenía compromiso político e ideológico, se concentraba en los 
intereses laborales y ocupacionales inmediatos, orientado principalmente al diálogo, 
pero siempre en conflicto con las prácticas ocupacionales clientelistas del alcalde, 
que insistían en otorgar los puestos de trabajo a sus seguidores. La presencia de las 
tropas paramilitares de las AUC desde mediados de los años noventa proporcionó a 
las directivas municipales nuevas oportunidades para la defensa de sus intereses. En 
solo unas semanas, el alcalde pudo liberar vacantes de puestos de trabajo para sus 
seguidores con la ayuda de la fuerza paramilitar y deshacerse del molesto sindicato. 
En 2001, anunció un despido colectivo de empleados municipales. Como no sola-
mente el sindicato sino también la mayoría del consejo municipal se opusieron a la 
medida y amenazaron con involucrar al gobierno del departamento, el jefe paramili-
tar amenazó de muerte a los concejales y obligó a algunos de ellos a abandonar sus 
cargos; finalmente conminó a la dirección completa del sindicato para que se retirara 
y renunciara a sus derechos. La seccional del sindicato terminó por disolverse unos 
días después. Como se descubrió más tarde, se trató en este caso de un encargo pa-
gado por el alcalde.
4.5. Conclusión preliminar: violencia, actividades sindicales y guerra civil
Los casos seleccionados aquí no representan ni el espectro del sindicalismo colom-
biano ni el rango completo de las diferentes situaciones, configuraciones de actores 
e intereses que han contribuido a la violencia contra los sindicatos y sus miembros14. 
Sin embargo, proporcionan información sobre las relaciones entre la violencia, las 
actividades sindicales y el conflicto armado en el período comprendido en los años 
ochenta y los primeros años del siglo XXI. Todos los casos tienen algo que ver con 
la guerra civil; pero muestran diferentes patrones de cómo tanto los sindicatos como 
las organizaciones se vieron afectados o involucrados.
Ambos bandos de los protagonistas del conflicto armado dieron razones políticas 
para su violencia contra los miembros del sindicato. Los paramilitares o los miem-
bros de las fuerzas armadas estatales justificaron la violencia, como lo muestran los 
13 Ver para lo que sigue: ENS, 2015b: 189ss.
14 Ver la exposición mucho más diferenciada en CCJ y ENS, 2012: 102ss.
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análisis de los documentos de los procesos judiciales, sobre todo con la lucha contra 
la subversión. El ‘prejuicio insurgente’ de los ejecutores, el etiquetado político de las 
víctimas de ‘subversivo’, se manifestó con todo tipo de señales y actividades posi-
bles, tales como la falta de jerarquías entre los grupos de poder local; la rebelión; la 
afinidad con la oposición política; las acciones de control de la burguesía; así como 
las marchas de protesta o las medidas de lucha sindical. El etiquetado político, en 
muchos casos no fue más que un pretexto para imponer de manera violenta intereses 
específicos tales como: el interés de los paramilitares para desviar los presupuestos 
públicos y asegurar negocios ilegales, o incluso los intereses de sus aliados civiles 
–como políticos locales, terratenientes, empresarios– para asegurar su dominación
frente a adversarios o contradictores (PNUD, 2011: 137ss).
La violencia de izquierda fue justificada achacando a organizaciones o personas 
la cercanía de una organización guerrillera en competencia, o acusándolas de cola-
boración con actores estatales o grupos paramilitares o de relaciones de cooperación 
con empresarios. Pero aquí también aparecen a menudo en la escena otro tipo de 
intereses, como el afianzamiento del control territorial, el acceso a los recursos públi-
cos o el aseguramiento de las economías ilegales con que se financiaban los grupos 
guerrilleros.
Fueron estas ‘interferencias’ entre los intereses militares, políticos y económicos 
de los actores de la guerra civil, las que contribuyeron a la difusión y a una cierta 
arbitrariedad, a la ‘cotidianización de la violencia’ (Pécaut, 2013:35ss.; Waldmann, 
1997). A los riesgos de la violencia están particularmente expuestos aquellos sindi-
catos altamente politizados que, con una relación laboral conflictiva impregnada de 
antagonismo, habían inscrito en sus banderas, más allá de la regulación de las condi-
ciones laborales, ocupacionales y de participación en las empresas, también la modi-
ficación del orden social existente; que, siguiendo a Hyman, pueden ser clasificadas 
en el grupo de ‘escuelas de lucha de clases’: organizaciones que se ven a sí mismas 
como una oposición anticapitalista y tienen como objetivo central una moviliza-
ción socio política (Hyman, 1996: 11ss.). De manera particular fueron expuestas al 
‘prejuicio insurgente’ cuando estaban estrechamente ligadas con un partido burgués 
guerrerista, como organizaciones políticas de izquierda, o con las organizaciones 
guerrilleras, o cuando eran controladas por sus cuadros, como los sindicatos del 
sector bananero en los años ochenta. Como opositores políticos, recayó sobre ellas 
el poder irregular de las fuerzas armadas del Estado y de los paramilitares, y algunas 
veces el del grupo guerrillero rival. Bastaba con la proximidad política e ideológica a 
un grupo guerrillero y la participación en los movimientos sociales, como en el caso 
de la USO, para que fueran etiquetadas las organizaciones como enemigas del orden 
social y cómplices civiles de subversión, y ser atacadas con violencia.
Pero inclusive sindicatos que estaban más bien cercanos al tipo de ‘Business 
Unions’ (Hyman, 1996) y que se movían en el marco de los procedimientos institu-
cionales, con frecuencia también con unas relaciones laborales y ocupacionales de 
sus miembros poco conflictiva, que se ocupaban principalmente de las condiciones 
inmediatas laborales y ocupacionales de sus miembros, fueron también afectados 
por la violencia, especialmente porque se interpusieron en el camino de los intereses 
políticos o financieros de un partido guerrerista burgués y no comulgaban con sus 
maquinarias clientelistas de saqueo de sus instituciones o del enriquecimiento por 
medios legales. En ambos casos, presentados aquí como ejemplos, los paramilita-
res fueron los autores de la violencia, pero con diferentes funciones: en el caso de 
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ANTHOC los paramilitares buscaban la apropiación de los recursos públicos para 
sus propios intereses; mientras en el caso de Amagá obraron por encargo remunera-
do, fueron utilizados por los políticos locales en un conflicto laboral para imponer 
sus intereses políticos clientelistas. También en otros casos son evidentes tales con-
gruencias y formas de instrumentalización mutua de los actores en las alianzas para-
militares. Las élites locales y regionales pueden usar la violencia irregular como un 
recurso adicional para asegurar su poder político y económico contra competidores y 
adversarios y, a su vez, permitir el acceso de los paramilitares a los recursos públicos 
(López y Gutiérrez, 2010).
¿Fue la violencia una respuesta a los conflictos laborales o más bien a otras activi-
dades de los intereses políticos de los sindicatos? Esta pregunta debe ser respondida 
claramente en los casos en donde se utilizó la violencia para disuadir a los sindicatos 
de la defensa con instrumentos legales de los intereses inmediatos de sus miembros o 
indirectamente defender la existencia de los recursos de su institución, como sucedió 
en el caso de ANTHOC en Barranquilla y SINTRASEMA en Amagá. En estos casos 
la violencia paramilitar se utilizó para romper la resistencia de los sindicatos a los 
despidos, la eliminación de puestos de trabajo o el saqueo de sus instalaciones.
Es todavía más difícil responder a la pregunta anterior en aquellos casos en que 
las medidas sindicales, aun con el beneplácito de las directivas, apenas pueden dife-
renciarse de las estrategias y actividades de las organizaciones políticas y sus grupos 
guerrilleros, como fue el caso de la fase inicial del sindicato de trabajadores banane-
ros. Pero incluso cuando el sindicato pudo mantener su autonomía sobre un partido 
burgués guerrerista, la cercanía político-ideológica y el discurso de lucha de clases 
hicieron que a los oponentes les resultara fácil etiquetar a la lucha sindical como 
apoyo a la ‘subversión’, más aún si (como en el caso de la USO) los guerrilleros 
intentaron apoyar las actividades de lucha con actividades armadas.
5. Sindicalistas: ¿sólo un grupo, entre otros, afectado por la guerra civil?
Hasta ahora, hemos presentado patrones de violencia antisindical dirigidos contra 
las organizaciones y su acción colectiva. Sin embargo, debido a los problemas ya 
mencionados de recopilación de datos, en muchos casos no sabemos si las personas 
afectadas se han convertido en víctimas de la violencia debido a sus actividades 
sindicales. A menudo también eran miembros de otras organizaciones políticas o so-
ciales e incluso podían participar en confrontaciones muy diferentes y convertirse en 
víctimas de la violencia debido a sus actividades en partidos, movimientos sociales 
u organizaciones de derechos humanos, incluso a sus relaciones profesionales en la 
justicia, el sector salud o la prensa. Especialmente los miembros de los sindicatos 
‘politizados’ con frecuencia participaban en partidos políticos o movimientos socia-
les afines. Por ejemplo, muchos sindicalistas eran miembros de la Unión Patrióti-
ca, partido cercano al Partido Comunista, se presentaron en campaña electoral y se 
convirtieron en muchas regiones en serios competidores de las redes de clientela de 
los partidos tradicionales. Sólo La Unión Patriótica perdió casi 3.000 miembros a 
través de la violencia; no sabemos cuántos de ellos eran sindicalistas (Cepeda, 2006: 
Dudley, 2008).
Debido a las dificultades de la clasificación se presenta solamente un ejemplo 
prominente: Héctor Abad, un destacado médico y fundador del centro de salud públi-
19Dombois, R. y Quintero Campos, L. J. Sociol. trab. nº94 (2019): 3-27
ca de la Universidad de Antioquia, fue asesinado en 1987 por paramilitares. Héctor 
Abad era no sólo un miembro del sindicato de su universidad, sino también presiden-
te del comité de derechos humanos de Antioquia y había denunciado igualmente los 
casos de violencia por parte de los paramilitares, de los grupos guerrilleros, así como 
de las fuerzas de seguridad del Estado. Está claro que Héctor Abad es uno de los 
sindicalistas asesinados. Pero lo mataron principalmente porque había “puesto en la 
picota a las fuerzas armadas del Estado y con ello siguió el juego de la organización 
guerrillera EPL”. En el caso de la federación de sindicatos de maestros –FECODE–, 
que en tres décadas perdió por asesinatos 958 miembros (PNUD, 2011: 71 y ss.), es 
particularmente difícil determinar en qué medida la violencia iba dirigida contra la 
organización sindical y sus políticas en sí, o de lo contrario a otro tipo de actividades 
políticas y sociales de sus miembros. Esta imprecisión depende, por un lado, de la 
diversidad de sus seccionales, que están integradas en diferentes contextos regio-
nales y locales, y, de las diferentes constelaciones locales de conflictos, e incluso 
de orientaciones políticas de sus miembros que son muy heterogéneas (Correa y 
González, 2011).
Por otro lado, los miembros también están particularmente expuestos, debido a 
algunas características. En muchos lugares los maestros se cuentan entre las pocas 
personas con educación superior, están también a menudo bien conectados, tienen 
experiencia organizacional y en su contexto local participan activamente en diferen-
tes campos públicos, tales como partidos políticos, iniciativas de ciudadanos y mo-
vimientos sociales. Como protagonistas de la movilización social y política, no solo 
han sido fácilmente considerados como contradictores en los centros del conflicto 
armado, sino que suelen quedar atrapados en el fuego cruzado de los grupos armados 
y con frecuencia son discriminados y criminalizados como partidarios de la guerrilla 
(PNUD, 2011: 71ss.).
En muchos casos no es claro si la violencia se dirige contra las actividades de un 
sindicato o contra otro tipo de actividades en diferentes contextos organizacionales; 
se plantea entonces un interrogante que rara vez se discute en Colombia: aunque los 
sindicatos y los sindicalistas han sido sistemáticamente víctimas de la violencia, ¿no 
conforman ellos quizás solamente un grupo entre muchos (como las organizaciones 
locales de campesinos, las cooperativas, las organizaciones de los derechos huma-
nos u organizaciones políticas), que han sido afectados por la violencia de la guerra 
civil? Esta pregunta no puede responderse empíricamente porque –a excepción del 
trabajo sobre la Unión Patriótica– apenas hay estudios específicos sobre otras orga-
nizaciones y grupos de población. Sin embargo, algunas reflexiones sugieren que 
otros grupos se vieron envueltos en el remolino de la violencia de la guerra civil en 
un grado similar o incluso mayor.
Aunque el conflicto armado tiene lugar entre grupos armados, sin embargo su 
violencia –al igual que en otras guerras civiles– ha afectado considerablemente a la 
población civil, según estimaciones de la GMH hasta al 80% de la misma (GMH, 
2011: 32). Es un conflicto que en última instancia implica un control territorial sobre 
la población civil. En una situación de este tipo, los grupos armados buscan asociarse 
estrechamente con grupos poblacionales de la región, con quienes tienen afinidad 
política e ideológica. Por ello las guerrillas se basaron principalmente en los campe-
sinos y pequeños propietarios; mientras que los paramilitares buscaron el apoyo de 
los grupos de poder locales y regionales: grandes propietarios de la agricultura tradi-
cional y moderna, de la ganadería, comerciantes, traficantes de drogas y los políticos 
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de los partidos tradicionales (González et al., 2009: 69). Los actores armados buscan 
igualmente romper con violencia la resistencia de los etiquetados en cada caso como 
enemigos y silenciarlos; para ello pueden contar con el poder de la intimidación y 
con la obediencia del resto.
Las organizaciones son alentadas y apoyadas en sus actividades, siempre que 
sean política e ideológicamente cercanas a los grupos armados y puedan ser con-
troladas políticamente o inclusive instrumentalizadas. Por otro lado, a las organiza-
ciones que obstaculizan los intereses de los grupos armados o de sus apoyos civiles, 
como las de derechos humanos, a las que defienden la integridad de las instituciones 
o los intereses de las minorías, les resulta difícil mantener su autonomía; fácilmente
se les señala de pertenecer al campo enemigo y son perseguidas por ello.
La situación de la población civil, sin embargo, se vuelve particularmente precaria 
cuando los grupos armados hostiles disputan el territorio y el control de la población 
civil. En tales fases de “soberanía fluida” (González et al., 2009: 209 ss), cada bando 
persigue principalmente objetivos estratégicos militares. La violencia excesiva sirve 
en las zonas disputadas para obligar a la población civil a cooperar e intimidar, ex-
pulsar o eliminar a los grupos sospechosos de apoyar al oponente. En esta lucha cada 
lado solo tiene amigos y enemigos. Sin instituciones protectoras, la población civil 
quedará atrapada en el fuego cruzado de los actores armados, que tienen puntos de 
vista mutuamente opuestos, cada uno con expectativas de cooperación. Obligados 
los civiles a cooperar por uno u otro lado, en cada caso son perseguidos con violencia 
por el bando contrario (González et al., 2009: 212).
Las organizaciones políticas o sociales –no solo sindicatos, sino también parti-
dos, organizaciones campesinas o de los barrios, etc. – a pesar de que buscan pre-
servar su autonomía, constituyen objetivos expuestos en medio del fuego cruzado 
de los bandos armados, puesto que con sus actividades colectivas estorban a un lado 
o a otro. Como organizaciones que defienden intereses, también son por lo general
ubicadas política e ideológicamente, se les etiqueta con una visión polarizada, de 
pertenecer al campo enemigo de la izquierda armada, y por lo tanto son particular-
mente expuestas a la violencia derechista de la alianza paramilitar (Ortega, 2013: 
10ss; González et al., 2009).
Las consecuencias dramáticas para las organizaciones civiles se presentan cuan-
do un frente armado logra la victoria y asume el control territorial –como entre 1994 
y 2005–. Las organizaciones etiquetadas de enemigo –como los partidos de izquier-
da y sus guerrillas cercanas– son obligadas, por medio de acciones de violencia 
contra sus dirigentes y miembros, cuando no a la desintegración, al menos al silen-
cio o a una reorientación político ideológica forzada (Ortega 2013, 10ss.). Con el 
establecimiento de nuevos órdenes paramilitares regionales de Counterinsurgency 
Governance, cualquier tipo de resistencia civil se sofoca. Mientras que los grupos 
de poder político y económico, así como los actores estatales, apoyan este orden y 
se aprovechan de la violencia paramilitar en pro de sus intereses, puesto que se re-
quiere apenas algo de violencia ejemplar para asegurar el acatamiento del resto de 
la población.
Solo podemos concluir, a partir de la dinámica de la guerra civil, que otras orga-
nizaciones de intereses, que son menos protagonistas, es probable que hayan tenido 
experiencias similares en el conflicto armado a las de los sindicatos. Pero hay mu-
chos indicios de que los sindicatos, más que otras organizaciones o que las simples 
masas de individuos sin contexto organizacional, son capaces de llamar la atención 
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sobre la violencia que los afecta y exigir la protección del Estado: ellos están organi-
zados a una escala nacional y en red con organizaciones sindicales internacionales; 
pueden acudir a los foros de la Organización Internacional del Trabajo –OIT–, así 
como a la fuerte solidaridad internacional de las organizaciones sindicales, y utilizar 
especialmente el controvertido debate internacional sobre el acuerdo de libre comer-
cio con los EE.UU. y la UE para llamar la atención en el ámbito internacional sobre 
la violencia contra las organizaciones y sus miembros, y ejercer presión sobre los 
gobiernos (Dombois y Quintero, 2016). El proyecto pionero del UNDP/PNUD, que 
trata el tema de manera muy amplia, así como una serie de estudios de seguimiento, 
también es responsable de la internacionalización de la discusión de estos problemas.
6. Conclusión
Violencia contra los sindicatos en Colombia: Los conceptos y métodos que utili-
zamos nosotros, como sociólogos del trabajo e investigadores de relaciones indus-
triales, demuestran ser de poca ayuda para analizar este problema. Suponemos que 
es siempre la existencia y el poder de los Estados que con su monopolio del poder 
proporciona la garantía de los derechos civiles, políticos, sociales e industriales en 
el territorio nacional y asegura el cumplimiento de las normas en un marco legal e 
institucional estable, en el que las relaciones laborales se puedan desarrollar como 
una esfera institucional de la negociación de intereses separada y la solución de con-
flictos se pueda dar sin la intervención de actores externos y sin violencia física. Sin 
embargo, en la guerra civil, estas condiciones dejan de tener validez y son puestas a 
la discreción de los actores armados ilegales y los conflictos pueden ser reprimidos 
por la violencia directa o las amenazas de violencia. Además, la polarización de la 
guerra civil dificulta que las organizaciones de interés desarrollen y mantengan la au-
tonomía y escapen de la influencia de actores externos, especialmente los armados.
El caso colombiano nos deja clara la importancia del análisis de las condiciones 
contextuales. Solo cuando se tiene en cuenta el contexto, de un Estado precario en la 
guerra civil, se infiere la dinámica de la violencia que ha afectado a los miembros de 
los sindicatos colombianos en las últimas tres décadas. Colombia es un Estado que 
no tiene el monopolio de la fuerza y  no tiene el poder para hacer cumplir el orden ins-
titucional formal en todo el territorio nacional, ya que en sí mismo ni siquiera pueden 
controlar suficientemente sus propios órganos. Las relaciones laborales se desarro-
llan también en un conflicto entre un orden institucional nacional formal y órdenes 
regionales alternativos de facto, que están conectados a sus propias configuraciones 
específicas de poder económico, político y social, de maneras muy diferentes a las 
del gobierno central (González et al., 2009: 191ss).
La violencia excesiva a la que se enfrentan los sindicatos y sus miembros no se 
explica en general ni principalmente por la dinámica de las relaciones laborales, 
como la respuesta irregular a los conflictos laborales y a la acción sindical. Más bien, 
está estrechamente vinculada a la dinámica temporal y espacial del ‘conflicto arma-
do’. La guerra civil en Colombia ofreció a muchos actores el contexto, justificación 
o excusa y los recursos, para que la variedad de conflictos en donde participaron los
sindicalistas –en su labor sindical o en contextos ocupacionales o políticos– y así 
también intervenir violentamente en conflictos laborales, interpretándolos o disfra-
zándolos como conflictos políticos. 
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La variedad de actores –las fuertes alianzas regionales entre paramilitares, fuer-
zas armadas del Estado, grupos de poder político y económico, por un lado, y, por 
el otro, diversos grupos guerrilleros compitiendo, incluso mutuamente– contribuyó 
a que la violencia armada sirviera a intereses y propósitos y, no menos importante, 
a los diferentes intereses de los aliados civiles: para sacar del camino a los rivales 
políticos o intimidar a sus seguidores para que resolvieran los conflictos laborales 
donde no se pudo conseguir a través de medios legales; para expulsar a los cam-
pesinos y utilizar sus tierras para plantaciones agroindustriales; para silenciar a las 
personas que se oponían al abuso y a la corrupción, etc. Los sindicatos no fueron 
las únicas organizaciones de la población civil que quedaron atrapadas en el fuego 
selectivo. En muchas ocasiones no solo fueron víctimas de este juego, sino que es-
tuvieron implicados en la guerra civil por sus cercanías políticas o afinidades con un 
partido político. Sin embargo, no debe olvidarse que las regiones del país se vieron 
afectadas por el conflicto armado de maneras e intensidades muy diferentes durante 
las diferentes fases del conflicto armado. La geografía del conflicto ha ido cambian-
do en las tres décadas. En general, se puede observar cómo el conflicto armado, que 
en un principio se limitaba al nivel local y regional, luego se fue ampliando a otras 
partes del territorio nacional, e incluso dejó su huella en las principales ciudades 
para el periodo comprendido entre los años ochenta y las primeras décadas del siglo 
XXI. La violencia a la que se enfrentaba la población civil, incluidos los sindicatos
y otras organizaciones de interés, estaba muy vinculada a esta geografía cambiante. 
Ella creció a medida que varios grupos guerrilleros ampliaron sus actividades más 
allá de sus regiones centrales y encontraron inicialmente la resistencia de los grupos 
armados locales. Adquirió proporciones excesivas, ya que los grupos paramilitares 
y partes de las fuerzas militares, desde los años noventa, lucharon por el control te-
rritorial con los grupos guerrilleros restantes. Los sindicatos han tenido dificultades 
para mantener su autonomía y capacidad para actuar, debido la influencia política o 
la presión de la amenaza de la violencia, y sustraerse a la influencia de las partes en 
conflicto. Especialmente allí en donde las localidades y regiones estaban (todavía) en 
disputa, los actores armados luchaban por el control y las fronteras se modificaron, 
los sindicalistas se expusieron al riesgo de ser, en cada caso, etiquetados de perte-
necer a la parte enemiga en conflicto o quedar atrapados en el fuego cruzado. Aquí 
hay que destacar que los sindicatos fueron principalmente víctimas de la violencia 
paramilitar, especialmente las organizaciones con discursos de lucha de clases, a los 
que fácilmente se les dio la etiqueta de ser afines a la guerrilla. Donde la alianza pa-
ramilitar finalmente suplantó a los grupos guerrilleros, las organizaciones y personas 
supuestamente relacionadas con ellos fueron violentamente silenciadas.
 Un punto de inflexión trajo la desmovilización de unos 30.000 paramilitares en-
tre 2003 y 2006. Mientras que las guerrillas continuaron su guerra con los militares 
en las regiones más periféricas, se debilitaba fuertemente un actor organizado, que 
con su excesiva violencia había agudizado la guerra civil enormemente. La desmo-
vilización también hizo que las alianzas de objetivos que habían conducido grupos 
paramilitares, fuerzas militares estatales, funcionarios civiles, así como grupos de 
poder político y económico se debilitaran; esto conllevó en muchas regiones a un 
retorno de la hegemonía de las instituciones del Estado. Pero la desmovilización 
también despejó el camino para grandes bandas criminales armadas que ahora, en 
su mayoría desprendidas de cualquier barniz político, se dedicaran a negocios en 
la economía ilegal del narcotráfico, la minería ilegal y la extorsión, menos que a la 
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violencia como medio de impacto económico en la política local y regional (Valen-
cia, 2017). Finalmente, no hay que pasar por alto que los grupos paramilitares han 
sobrevivido o han surgido algunos nuevos, como parte de las estructuras de poder 
regionales basadas tanto en actividades legales como ilegales (Gutiérrez, 2010: 10; 
González, 2016).
La violencia en su conjunto, incluida aquella contra los miembros sindicales, ha 
seguido disminuyendo desde 2007 y desde las recientes y eventuales negociaciones 
de paz exitosas con las FARC. Esto abre nuevas posibilidades para que las organi-
zaciones usen el margen de juego institucional de las relaciones laborales. La guerra 
civil también tuvo como resultado que los sindicatos anteriormente orientados por la 
lucha de clases hicieran un cambio pragmático. Mientras que los grupos guerrilleros 
perdieron en gran parte su influencia política, con el Polo Democrático y la Alianza 
Democrática se conformaron nuevos partidos legales que unificaron las izquierdas 
que aún quedaban y ahora despertaron la esperanza de un desarrollo democrático 
pacífico por las vías institucionales. También se facilitó la separación entre la arena 
política y las relaciones laborales.
A pesar de que la guerra civil ha perdido en los últimos años extensión e intensi-
dad, los miembros de los sindicatos en Colombia siguen estando expuestos de ma-
nera considerable a la violencia. Por ejemplo, la base de datos de la ENS para 2016 
todavía registra 19 asesinatos y 249 acciones violentas adicionales. Por lo que se 
puede ver, se trata (nuevamente) de conflictos locales, entre los cuales no son de me-
nor importancia los conflictos laborales; como siempre, la violencia continúa siendo 
cometida principalmente por grupos paramilitares (ENS, 2017).
Con todo, la violencia en Colombia continúa siendo un medio al alcance, con 
frecuencia aceptado, en la resolución de los conflictos de intereses de cualquier tipo 
(Waldmann, 1997). Sin embargo, la desmovilización de las FARC en 2017 y las ne-
gociaciones de paz con el ELN, último grupo guerrillero activo, elevan la esperanza 
de que se ponga fin a la guerra civil y que los sindicatos, así como otros grupos, 
pueden defender sus derechos e intereses sin temor a la espada de Damocles de la 
violencia.
Listado de siglas
Anthoc: Asociación Nacional Sindical de Trabajadores y Servidores Públicos de la Salud y 
Seguridad Social Integral y Servicios Complementarios de Colombia
Auc: Autodefensas Unidas de Colombia
ccj: Comisión Colombiana de Juristas
cinep: Centro de Investigación y Educación Popular
dejuSticiA: Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad
eln: Ejército de Liberación Nacional
enS: Escuela Nacional Sindical
epl: Ejército Popular de Liberación
FArc: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
Fecode: Federación Colombiana de Educadores
Gmh: Grupo de Memoria Histórica
ilolex: Base De Datos de los Estándares Internacionales de la Oit
ituc: International Trade Union Confederation
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oit: Organización Internacional del Trabajo (inglés: Ilo)
pc/ml: Partido Comunista Marxista Leninista
pnud: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
Sinderh: Sistema de Información de Recursos Humanos
SintrASemA: Sindicato de Trabajadores Oficiales y Empleados Públicos de los Municipios y 
Entes Descentralizados de Colombia
SintrAinAGro: Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria Agropecuaria
uSo: Unión Sindical Obrera [sector petrolero]
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